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Providencia:                             Sentencia de 26 de septiembre de 2018
Radicación Nro.

66001-31-05-001-2015-00114-03
Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Jaime López Lizcano   

Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Primero Laboral del Circuito

Temas:
MORA EN EL PAGO DE APORTES / EXISTENCIA DEL VÍNCULO LABORAL / CARGA PROBATORIA / NO REPORTE DE RETIRO DEL TRABAJADOR, NO GENERA OBLIGACIÓN DE PAGAR APORTES.
¿Hay lugar a adicionar semanas a la historia laboral del señor Jaime López Lizcano?

… de los anteriores dichos no se puede concluir con certeza, que efectivamente entre los señores Jaime López Lizcano en calidad de trabajador y José Antonio Rodríguez en calidad de empleador, existió un contrato de trabajo, pues, ninguno de los testigo tuvo un conocimiento directo de los pormenores de ese supuesto vínculo contractual, más allá de la venta de libros y el cobro que mensualmente efectuaba el demandante, situaciones que por sí solas no logran configurar la existencia de esa relación laboral a que se hace relación en la demanda.
… el solo hecho de que en la historia laboral allegada con la demanda… se reporten en cero los períodos correspondientes entre febrero de 1996 y septiembre de 1998 por cuenta del señor José Antonio Rodríguez, pueda conllevar indefectiblemente a tenerse como mora en el pago de aportes, porque como quedó dicho anteriormente, no se acreditó la existencia de una relación laboral entre el actor y aquél con posterioridad al 7 de enero de 1996, evidenciándose del histórico de cotizaciones… que el empleador omitió reportar el retiro de su trabajador, circunstancia que en ningún caso puede generar a su cargo, la obligación de efectuar cotizaciones.

Los 60 años de edad los cumplió el 14 de mayo de 2008 y según la historia laboral allegada por Colpensiones… en toda su vida laboral acreditó 928,73 semanas, de las cuales 444,02 fueron registradas dentro de los 20 años anteriores a la edad mínima exigida; las cuales resultan insuficientes para acceder al derecho reclamado.

En el anterior orden de ideas, se revocará en su integridad la sentencia proferida el 25 de mayo de 2018, para en su lugar absolver a la Administradora Colombiana de Pensiones de las pretensiones de la demanda.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintiséis de septiembre de dos mil dieciocho, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 25 de mayo de 2018, dentro del proceso que le promueve el señor JAIME LÓPEZ LIZCANO y al cual fue vinculado el señor JOSÉ ANTONIO RODRÍGUEZ, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2015-00114-03.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Jaime López Lizcano que la justicia laboral declare que es beneficiario del régimen de transición y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez a partir del 1º de junio de 2013, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 14 de mayo de 1948, por lo que es beneficiario del régimen de transición, cumpliendo los 60 años de edad en la misma fecha del año 2008; se afilió al ISS en el mes de enero de 1969; el 3 de julio de 2013 solicitó a la entidad accionada el reconocimiento de la pensión de vejez, la cual le fue negada mediante Resolución GNR 2299005 de 7 de septiembre de ese año, argumentándose que acreditaba 915 semanas cotizadas en toda su vida laboral; indicando que dicho reporte se encuentra incompleto, porque no se reflejan los ciclos laborados con el empleador José Antonio Rodríguez entre febrero de 1996 a septiembre de 1998, los cuales ascienden a 137 semanas. 

En el auto que se admitió la demanda –fls.26 y 27-, se ordenó vincular como litisconsorte necesario al señor José Antonio Rodríguez, quien fue representado por Curadora Ad-Litem, a través de la cual dio contestación a la demanda –fls.88 a 91- aceptando como ciertos los hechos que tenían respaldo documental. Frente a los demás manifestó que no le constaban. No se opuso a las pretensiones de la demanda y presentó como excepción de mérito la de “Prescripción”. 
La Administradora Colombiana de Pensiones al contestar la demanda –fls.37 a 42- aceptó los hechos relacionados con la fecha en que el actor cumplió 60 años de edad, la afiliación al sistema, la solicitud pensional y el contenido del acto administrativo por medio del cual se negó la pensión de vejez. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.

En sentencia de 25 de mayo de 2018, la funcionaria de primer grado luego de señalar que si bien los testigos traídos al proceso solo dieron cuenta de la actividad que desplegó el señor Jaime López Lizcano durante los años 1996 y 1997, ninguno precisó el tiempo exacto en que aquél laboró para el señor José Antonio Rodríguez, sin embargo, concluyó que de la historia laboral se evidenciaba claramente, los tiempos en que estuvo afiliado al sistema por cuenta de dicho empleador y en consecuencia, dio por acreditado que lo que se había presentado en este asunto, había sido una mora patronal y no una falta de afiliación.

En razón de lo anterior, argumentó que dicha situación no podía afectar los tiempos de cotización del afiliado, además, porque el fondo de pensiones estaba facultado y cuenta con las herramientas legales para efectuar el cobro coactivo de dichos aportes, sin que se evidenciara en el proceso, que efectivamente se hubieran adelantado dichas gestiones para declarar la deuda como incobrable. 
Así las cosas, contabilizó como tiempos válidamente cotizados por el accionante, los comprendidos entre febrero de 1995 y septiembre de 1998, los cuales se reflejaban en mora por parte del señor José Antonio Rodríguez, que sumados a las semanas reflejadas en su historia laboral, daban cuenta de un total de 1.128 semanas cotizadas en toda su vida laboral, de las cuales, 948 correspondían a los aportes efectuados con anterioridad a la entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005, circunstancia que extendía su beneficio transicional hasta el año 2014.
Determinado lo anterior, encontró que el señor Jaime López Lizcano cumplía los requisitos para acceder a la pensión de vejez bajo los presupuestos del artículo 12 del Decreto 758 de 1990, por lo que ordenó el reconocimiento de la misma, a partir del 3 de julio de 2013, fecha en que solicitó dicha prestación, por 13 mesadas pensionales al año y en cuantía de un SMLMV. 

En razón de lo anterior, condenó a la administradora de pensiones a pagar a favor del accionante por concepto de retroactivo pensional causado hasta el 25 de mayo de 2018, la suma de $42.778.722; los intereses moratorios a partir del 3 de noviembre de 2013 y; autorizó el descuento del 12% correspondiente a los aportes al sistema de seguridad social en salud.

Inconforme con esa decisión, la Administradora Colombiana de Pensiones presentó recurso de apelación, argumentando que el accionante no logró acreditar con los testigos que trajo al plenario, que entre él y el señor José Antonio Rodríguez existió una relación laboral durante el período que se quiere acreditar para concretar el derecho a la pensión de vejez que reclama, pues los mismos únicamente dieron cuenta que para el año 1997 aproximadamente, el actor era vendedor de enciclopedias, desconociendo bajo qué modalidad contractual ejecuta dicha labor, quién era su empleador, su sitio de trabajo, además, tampoco precisaron los extremos de esa supuesta relación laboral, indicando que la sola referencia de la labor que ejercía el accionante, pueda concluirse que efectivamente él trabajaba para el señor José Antonio Rodríguez.

En consecuencia, al no poder tener tales períodos como válidamente cotizados, el señor Jaime López Lizcano, no cumple con los requisitos exigidos en el Acuerdo 049 de 1990 ni en el Acto Legislativo 01 de 2005. 
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Hay lugar a adicionar semanas a la historia laboral del señor Jaime López Lizcano?

¿Acredita el accionante los requisitos exigidos para que se le reconozca la pensión de vejez que reclama?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

REQUISITOS PARA ACCEDER A LA PENSIÓN DE VEJEZ PREVISTA EN EL ACUERDO 049 DE 1990 APROBADO POR EL DECRETO 758 DEL MISMO AÑO.    

Dispone el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, que tendrán derecho a la pensión de vejez las personas que cumplan las siguientes condiciones:

a) Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se es mujer y,

b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber acreditado un número de un mil (1.000) semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo.
EL CASO CONCRETO
Sostiene el señor Jaime López Lizcano en la demanda –fls.2 a 13- que estuvo vinculado laboralmente con el señor José Antonio Rodríguez entre el 1º de marzo de 1995 al 30 de septiembre de 1998, lo que significa que en la historia laboral no se le han registrado 137 semanas que se encuentran en mora por parte de ese empleador, correspondientes a los ciclos de febrero de 1996 a septiembre de 1998.

Para dar fe de ello, fueron escuchados por solicitud de la parte actora, las declaraciones de los señores José Horacio Ríos Aristizabal y Clemente de Jesús Sánchez, amigos del accionante, quienes fueron coincidentes en manifestar que en el año 1997 el señor Jaime López Lizcano ejercía la labor de vendedor de libros o enciclopedias; que ellos le habían comprado cada uno una enciclopedia, la cual fueron pagando en cuotas mensuales de $10.000 durante aproximadamente un año; según dijo el señor José Horacio Ríos Aristizabal, tales abonos se soportaban en unos recibos de pago que tenían en el membrete el nombre del señor Rodríguez; mientras que el otro testigo, señor Clemente de Jesús Sánchez, indicó que a él no le entregaba recibos, sino una letra donde constaban los abonos que iba efectuando.

Ninguno de los declarantes conoció al señor José Antonio Rodríguez ni el establecimiento de comercio donde funcionaba la Librería “La Clave del Saber”, que según les había dicho el accionante, era de propiedad de su empleador; no pudieron dar fe del tiempo que supuestamente perduró esa relación laboral ni bajo qué modalidad contractual ejercía la labor de vendedor el señor Jaime López Lizcano, pues, indicaron que era bajo un contrato de trabajo, pues así se los había manifestado su amigo. 
Así las cosas, de los anteriores dichos no se puede concluir con certeza, que efectivamente entre los señores Jaime López Lizcano en calidad de trabajador y José Antonio Rodríguez en calidad de empleador, existió un contrato de trabajo, pues, ninguno de los testigo tuvo un conocimiento directo de los pormenores de ese supuesto vínculo contractual, más allá de la venta de libros y el cobro que mensualmente efectuaba el demandante, situaciones que por sí solas no logran configurar la existencia de esa relación laboral a que se hace relación en la demanda. 

Ahora bien, lo que si se logra concluir a partir del estudio de la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.148 a 156- es que el señor Jaime López Lizcano estuvo vinculado a esa entidad a través del señor José Antonio Rodríguez en dos momentos, entre el 25 de octubre de 1993 y el 28 de febrero de 1994 y entre el 1º de marzo de 1995 y enero de 1996, cuando el mencionado empleador reportó solo 7 días de cotización para ese mes, sin que en adelante se evidencien siquiera semanas en ceros; siendo del caso anotar, que antes del mes de enero de 1996, el empleador siempre reportó 30 días de cotización, incluyendo el primer período de vinculación referido.
Bajo esas circunstancias, se observa que la última relación laboral existente entre el actor y el vinculado, perduró hasta el 7 de enero de 1996. Mientras que la labor ejercida por el primero durante el año 1997, a que hacen referencia los testigos José Horacio Ríos Aristizabal y Clemente de Jesús Sánchez, no se sabe a ciencia cierta si existió y de ser así bajo qué modalidad contractual, esto es, no hay certeza de que haya existido un contrato laboral que obligara al empleador a realizar aportes al sistema. 

En consecuencia, el solo hecho de que en la historia laboral allegada con la demanda –fls.18 a 20-, se reporten en cero los períodos correspondientes entre febrero de 1996 y septiembre de 1998 por cuenta del señor José Antonio Rodríguez, pueda conllevar indefectiblemente a tenerse como mora en el pago de aportes, porque como quedó dicho anteriormente, no se acreditó la existencia de una relación laboral entre el actor y aquél con posterioridad al 7 de enero de 1996, evidenciándose del histórico de cotizaciones –fls148 a 156-, que el empleador omitió reportar el retiro de su trabajador, circunstancia que en ningún caso puede generar a su cargo, la obligación de efectuar cotizaciones. 
Sentado lo anterior, se verificará si el afiliado tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez, y en ese sentido se tiene que por haber nacido el 14 de mayo de 1948, como se ve en el registro civil de nacimiento expedido por la Notaría Única del Círculo de Montenegro, Quindío –fl.124-, para el 1º de abril de 1994 contaba con 45 años de edad, siendo beneficiario del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, máxime cuando a 29 de julio de 2005, fecha en que empezó a regir el Acto Legislativo 01 de 2005, tenía cotizadas 774,44 semanas al sistema general de pensiones.

Como sus servicios siempre los prestó en el sector privado, el régimen pensional que le era aplicable era el previsto en el Acuerdo 049 de 1990, el cual exige a sus afiliados hombres, cumplir 60 años de edad y acreditar 500 semanas de cotización dentro de los 20 años anteriores o 1000 en cualquier tiempo.

Los 60 años de edad los cumplió el 14 de mayo de 2008 y según la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.148 a 156- en toda su vida laboral acreditó 928,73 semanas, de las cuales 444,02 fueron registradas dentro de los 20 años anteriores a la edad mínima exigida; las cuales resultan insuficientes para acceder al derecho reclamado.

En el anterior orden de ideas, se revocará en su integridad la sentencia proferida el 25 de mayo de 2018, para en su lugar absolver a la Administradora Colombiana de Pensiones de las pretensiones de la demanda.

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 25 de mayo de 2018, para en su lugar, negar las pretensiones de la demanda.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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